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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Ricardo Falero. 


MIEMBROS: Señores Representantes Guzmán Acosta y Lara, Juan José Bentancor, Eduardo Bonomi y 
Alejandro Falco. 


INVITADOS: Por SUNCA, los señores Ruben Gadea, Vicepresidente; y Richard Ferreira, Secretario. 


Por FUNSA, el señor Luis Romero, representante de la Federación del Caucho; y los señores 
Enrique Romero y Roberto Cabrera, integrantes del sindicato de la empresa. 


Por CONAPROLE, los señores Ariel de Armas, integrante de la Comisión de Seguridad 
Social; Rudihet Pereira, integrante de la Comisión de Seguridad Social; Jorge Ottonello, 
integrante de la Comisión de Seguridad Social del PIT-CNT; y Luis Goichea, Secretario 
General. 


SEÑOR PRESIDENTE (Falero).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a una delegación del SUNCA integrada 
por su Vicepresidente, el señor Rubens Gadea, y por su Secretario, el señor Richard Ferreira. 


Según la nota de fecha 3 de julio que recibimos, la comparecencia de esta delegación tiene que ver con la 
situación planteada en una de las obras financiadas por el Banco Hipotecario del Uruguay. 


SEÑOR GADEA.- En primer lugar, agradecemos a los integrantes de la Comisión por recibirnos. 


Concretamente, queremos plantear la situación que se está dando en una de las obras del Plan Fénix, del 
Banco Hipotecario, la CH 277, que está siendo realizada por la empresa Fernando Barboni S.A., del 
departamento de Maldonado. 


Lo que está sucediendo en esta obra es que los trabajadores, que son alrededor de treinta, hace un mes que no 
reciben el pago de sus salarios. Nosotros estamos acostumbrados a cobrar por quincena y, normalmente, se 
nos da un vale entre quincena y quincena. En esta obra se nos paga únicamente por quincena, pero ya están 
atrasados en el pago de dos quincenas. 


En las conversaciones que hemos podido mantener con la empresa, que lamentablemente no son muy 
asiduas, no nos han respondido si hay una fecha de pago certera de estos salarios. Esta mañana nos dijeron 
que en el correr de esta semana podrían pagarnos, pero no hay seguridad al respecto. 


El argumento de la empresa es que se han producido atrasos en el cobro de las partidas por avance de obra. 
Pero sabemos que esta empresa ha venido cobrando estas partidas en tiempo y forma en las distintas obras 
que tiene para el Banco Hipotecario del Uruguay, que no son pocas -hoy está realizando cinco o seis obras- 
pero, sin embargo, no ha pagado las quincenas que adeuda a sus trabajadores. Nos han manifestado que en 
primer lugar se les paga a quienes suministran los materiales y que, por lo tanto, el pago de los salarios ha ido 
quedando para atrás. 


Hasta la fecha no hemos realizado ningún paro en la obra, más allá de que conocemos las dificultades de la 
gente, pero hay cosas que no nos cierran. Por ejemplo, el sábado -en esa obra se trabaja de lunes a sábado- 
faltó la mitad del personal por una situación muy concreta: hay gente que ni siquiera tiene plata para el 
boleto. Muchos vienen desde Las Piedras en bicicleta para trabajar y si llegan cinco minutos tarde se les corta 
la jornada, no los dejan ingresar. Quiere decir que no se tiene en cuenta la situación que está viviendo la 
gente. 


Entonces, queremos pedir a la Comisión de Legislación, si fuera posible, que converse con la empresa e 
investigue dentro del Banco Hipotecario, de pronto, a través de sus Directores, la situación de cobro de esta 
empresa. 


Hay otro hecho que nos llama la atención y que quisiéramos corroborar; tal vez, esto también pueda hacerse a 
través de la propia Comisión de Legislación. Como ustedes habrán escuchado, hace un par de meses la 
empresa COBENA dio quiebra. Esta empresa estaba realizando una de las obras del Plan Fénix. Nos hemos 
enterado, a través de gente del Banco Hipotecario, que esa obra probablemente se continúe por parte de la 
empresa Barboni. Esto no nos cierra, no nos queda del todo claro, porque hay otras empresas que están 
trabajando para el Banco Hipotecario dentro del Plan Fénix y que estaban en carrera para la continuación de 
esta obra que dejó parada la empresa COBENA pero, sin embargo, la que tiene mayor chance de seguir es la 
empresa Barboni. El resto de las empresas que están trabajando para el Banco Hipotecario dentro del Plan 
Fénix también tienen las mismas dificultades de cobro con el Banco, pero están al día con sus operarios. 


Para nosotros es clarísimo que el que nos contrata no es el Banco Hipotecario sino la empresa. Sabemos que 
el conjunto de las empresas que trabajan para el Banco tienen dificultades, pero no se puede trasladar esa 
situación al trabajador. Está bien que estén al día con quienes suministran los materiales a fin de seguir 
trabajando en forma normal dentro de la obra, pero no que deban los salarios a sus trabajadores. 


No queremos nombrar al resto de las empresas que están en carrera dentro del Plan Fénix, porque no tenemos 
ningún interés en particular. Será el Banco el que defina quién continúa la obra, pero nos llama la atención 


que el 90% de posibilidades de acceder a esa otra obra -que, reitero, quedó parada por el quiebre de la 
empresa COBENA- sea la empresa Barboni y no alguna de las otras que sí están al día con su gente. 


Con respecto al resto de las obras del Plan Fénix, debido a la situación interna del Banco Hipotecario que 
ustedes deben conocer, se está trabajando al 50% del ritmo que tenían hace tres o cuatro meses. Por ejemplo, 
obras que se estaban realizando con setenta trabajadores, hoy quedan seis. Esto trae perjuicios para los 
trabajadores, porque perdemos nuestra fuente de trabajo, y también para los propietarios, que ven frustradas 
sus perspectivas de contar con su vivienda propia en el corto plazo. 


Hay obras que tienen un 75% u 80% de avance, pero si hace un par de meses tenían setenta trabajadores y 
que hoy solo son seis, de no cambiar la situación, probablemente se terminarán en un par de años. 


Esas obras no corresponden solo a Montevideo, sino también a Maldonado, donde se produce exactamente la 
misma situación, es decir que las obras se vienen desarrollando con el 50% del personal y, por lo tanto, los 
plazos para su culminación se extienden. En algunos casos, es muchísimo menor el porcentaje de gente que 
queda trabajando en esas obras. 


Reitero que lo que más nos preocupa y lo que venimos a plantear es el hecho concreto que está sucediendo en 
esta obra de la empresa Barboni. 


Nosotros ya hemos concurrido al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social pero, lamentablemente, no hemos 
encontrado soluciones. Es más, en alguna oportunidad, hace un par de meses, cuando se hacía imposible que 
la gente siguiera trabajando porque ni siquiera tenía plata para el boleto, la empresa decidió cerrar la obra 
hasta que pudiera pagar la quincena. En ese momento, la obra estuvo cerrada tres días, y ni siquiera pagó los 
jornales a la gente que se presentaba a la puerta de la obra a las siete de la mañana. 


También queremos plantear otra situación. Ustedes se habrán enterado, fundamentalmente a través de la 
prensa, que se ha venido hablado con mucha fuerza de las obras de la megaconcesión. Una vez más, nosotros 
queremos dar nuestra posición como sindicato y reafirmar lo que venimos diciendo desde hace mucho 
tiempo. Lamentablemente, estas obras no van a generar la cantidad de puestos de trabajo que se ha dicho; las 
pruebas están sobre la mesa. Hoy podemos decir con datos ciertos que el conjunto de las obras de la 
megaconcesión que se está desarrollando hoy en las Rutas Nacionales no va a emplear más de cuatrocientos 
o quinientos trabajadores. Se ha hablado de miles de trabajadores, tomando en cuenta a gente que no está 
dentro de la industria. Nosotros tenemos claro que cada determinada cantidad de trabajadores, se genera 
cierto número de puestos de trabajo indirectos, pero ni siquiera contando esa mano de obra indirecta nos 
cierran los números y no llegamos a esas cifras que se han estado manejando en las semanas anteriores. 


De manera que una vez más queremos dar nuestra posición como sindicato. ¡Ojalá que eso fuera así! ¡Ojalá 
que estas obras de la megaconcesión generaran esa cantidad de puestos de trabajo! No nos parece serio 
manejar cifras tan importantes o números tan gruesos, cuando la industria se nos sigue cayendo a pedazos día 
a día. Acá no hay perspectivas de que se abran fuentes de trabajo en el corto plazo. La única posibilidad que 
existía eran las obras del Saneamiento Ill, que inició la Intendencia Municipal de Montevideo, pero por 
atraso en el suministro de materiales se trancaron. Si bien allí podría haber más de cien trabajadores, no son 
más de cuarenta. Inclusive, la semana pasada, la empresa Stiller, que es la encargada de ese trabajo, nos dijo 
que probablemente el ingreso de trabajadores siga detenido por el atraso en la obtención de los materiales que 
se compran en el exterior. Lamentablemente, no hay perspectivas de otras fuentes de trabajo para nuestra 
industria. 


Además, quisiéramos saber si es posible que esta Comisión recoja algunos datos del Banco Hipotecario que 
no están a nuestro alcance, en cuanto a si se piensa cambiar la situación de las obras del Plan Fénix; algunas 
de ellas tienen los carteles, pero no han comenzado y no hay ninguna fecha cierta para que eso suceda en el 
corto plazo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo se llama el complejo que construye la empresa Barboni y dónde está 
ubicado? 


SEÑOR GADEA.- Se llama CH 277, y está ubicado en la calle Rondeau, esquina Freire. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el correr de los próximos dos o tres días la Comisión se pondrá en 
contacto con el Banco Hipotecario para saber efectivamente cuál es la situación del pago de los avances 
de obra de la empresa Barboni. Nos comunicaremos con ustedes una vez que tengamos la información. 


SEÑOR BONOMI.- Los invitados también pidieron que entrevistáramos a la empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, pero eso se haría después de hablar con autoridades del Banco 
Hipotecario a fin de tener una información adicional. De pronto, la empresa regularizó la situación y 
no tiene sentido citarlos. 


SEÑOR GADEA.- Era nuestro interés concurrir con algunos de los compañeros delegados dentro de la 
obra, pero como en esta empresa tampoco existen fueros sindicales, no quisimos que ninguno perdiera 
el incentivo y la tarde de trabajo. De todas maneras, antes de venir, pasamos por allí y podemos decir 
que hasta el mediodía no se había pagado. El ingeniero al frente de la obra dijo que no tenía 
información respecto a si pagarán en el correr de esta semana; reitero: ya están dos quincenas 
atrasados en el pago de los salarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de esta delegación. 


(Se retira de Sala la delegación de trabajadores del SUNCA) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Unión de Obreros, Empleados y Supervisores de FUNSA) 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida al señor Luis Romero, representante de la 
Federación del Caucho, y a los señores Enrique Romero y Roberto Cabrera, delegados de la Unión de 
Obreros, Empleados y Supervisores de FUNSA. 


Con fecha 30 de junio, cursaron una nota solicitando una entrevista para intercambiar puntos de vista acerca 
de la situación actual de la reapertura de la empresa como fuente de trabajo permanente para casi quinientos 
trabajadores. Nosotros teníamos alguna pista sobre la situación de FUNSA y pensábamos que el proceso 
estaba funcionando bien; por ello, nos llamó la atención esta solicitud y en mérito a ella la Comisión decidió 
recibirlos. 


SEÑOR ROMERO (don Luis).- Soy Presidente de la Federación del Caucho y en su nombre estoy 
trabajando con toda la gente del sindicato de FUNSA en la reapertura de la planta industrial. 


Nuestro problema es que, cuando esto estaba marchando bastante bien y veíamos la posibilidad de empezar a 
trabajar, comenzaron a generarse algunas circunstancias que nos preocupan y que nos importaría mucho 
informar a la Comisión, porque vamos a necesitar que el poder político, que la Comisión de Legislación del 
Trabajo, nos dé una mano. 


Hace tiempo que hay algunas decisiones tomadas e, inclusive, sabemos cuál será el final del tema de 
FUNSA; en ese sentido, estamos trabajando con algunas personas y, fundamentalmente, con el Banco de la 
República. Teniendo en cuenta esto, esta semana vamos a tomar la decisión de crear una sociedad anónima o 
una cooperativa para seguir con el funcionamiento de la empresa; estos son los pasos previos. También 
tenemos casi acordado con el interventor, contador Miguel Navajas -que es el síndico que dirige el 
concordato dentro de FUNSA y actúa en nombre de la Jueza de Juzgado Letrado de Segundo Turno, doctora 
Cristina Crespo- algunas formas de trabajo para que esto sea mucho más rápido. 


Según lo que tenemos pensado, en diciembre saldrán los primeros neumáticos de la planta industrial, pero 
para ello necesitamos ganar tiempo. Es claro que mientras está el concordato no podemos vender algunos de 
los productos que están dentro de la planta; allí tenemos una interesante cantidad de neumáticos terminados y 
más de cincuenta mil pares de guantes prontos para ser vendidos al público pero, en vista de la situación legal 
de la planta, no podemos hacerlo. Eso lo entendemos perfectamente. 


De todos modos, también habíamos acordado comenzar el mantenimiento de la planta industrial, lo que no 
afecta la situación legal, ni hay concordato que lo prohiba. La planta industrial puede ser comprada por los 


trabajadores, por un inversor, se puede crear una sociedad anónima, una cooperativa o cualquier otra forma 
de trabajo, pero lo que resulta imprescindible es que se realice el mantenimiento de la maquinaria. Esto ya lo 
habíamos acordado. ¿Por qué? Porque debemos comenzar el mantenimiento rápidamente no solo para 
cumplir con los plazos que nos hemos dado nosotros mismos y lograr que los productos salgan en tiempo y 
forma, sino porque si no lo realizamos ahora el costo posterior será el doble o el triple del que pensamos. Hay 
máquinas y rodillos muy caros y delicados que, debido a la premura con la que esta gente se fue de la 
empresa, quedaron sin cubrir y sin engrasar; obviamente, si no se mantienen será imposible utilizarlos. 


Nosotros sabemos que no podemos sacar ni vender nada de la planta hasta que no se defina el proceso y 
quiénes van a ser los dueños; lo que sí sabemos es que, legalmente, nada impide que los trabajadores 
comencemos a hacer el mantenimiento de la planta. Por una cuestión lógica, esto interesaría a todos, porque 
si hay que rematar la planta, al rematador le va a interesar que ésta esté en condiciones -sobre todo porque se 
ha decidido que lo que se va a rematar es una unidad productiva-, y también le va a importar a los 
trabajadores, porque si viene un inversor la planta podrá ser usada enseguida. Todos esos detalles son 
importantes para cualquiera que el día de mañana comience a trabajar allí; eso lo sabemos. 


Además, hemos dicho que el mantenimiento de la planta no le va a costar nada a nadie; aquí los únicos que 
arriesgamos somos nosotros, los trabajadores, que vamos a comenzar el mantenimiento total de la planta, con 
ayuda solidaria. Se trata de hacer el mantenimiento real que sabemos que esa planta requiere. 


El problema es que nos encontramos con decisiones que han aparecido ahora; esto no estaba planteado así. 
Tenemos la presunción de que hay mucha gente que no quiere que esta planta se reabra porque puede ver su 
negocio coartado si comenzamos a trabajar de nuevo; estamos hablando, exclusiva y concretamente, de 
importadores, vendedores de neumáticos usados, recauchutadores, etcétera. Nos parece que eso está 
incidiendo mucho para hacer cambiar la decisión al síndico y para que la Jueza no adopte una determinación 
firme en este caso. Un hecho reciente fue que teníamos que sacar dos contenedores del puerto; lo íbamos a 
hacer con cinco autoelevadores que la empresa pretendía llevarse y que fueron detenidos en la Aduana. 
Tuvimos que sacarlos y demoramos más de un mes y medio en poder retirarlos. La Jueza sabía que si firmaba 
el oficio se terminaba todo el problema; la Aduana estaba dispuesta a dejarnos sacarlos y se sabía que 
habíamos conseguido el transporte y que no nos iban a cobrar nada, como efectivamente sucedió. Al fin, 
pudimos sacarlos, pero queremos plantear públicamente que los tiempos se nos agotan. Si queremos empezar 
a producir y salvar esos equipos, para nosotros es imprescindible estar dentro de la planta industrial y nos 
llaman poderosamente la atención -por eso empezamos por informar a esta Comisión, como hemos hecho 
siempre- algunos cambios de orientación que se están dando como para que no se nos permita empezar a 
trabajar. Insisto: esto no le va a costar nada a nadie porque corre por cuenta de los trabajadores. Estamos 
hablando de salvar la industria. 


A efectos de que los señores Diputados comprendan la premura que tenemos por hacer el mantenimiento de 
los equipos, si el señor Presidente me lo permite, le cedería la palabra al señor Roberto Cabrera, encargado de 
proyecto y mantenimiento de la empresa. 


SEÑOR CABRERA.- Como decía el señor Luis Romero, soy integrante del equipo del Proyecto 
FUNSA y, además, trabajo en el taller con el equipo de mantenimiento. 


Habitualmente, cuando se producía el paro anual de la fábrica, que duraba un mes, este se hacía en 
condiciones tales que permitieran preservar los equipos. Esta fábrica paró hace 16 meses y la oxidación está 
atacando todas las partes metálicas. En la parte de preparado del neumático está la zona de molinos y 
calandras -son rodillos grandes- que en este momento están cubiertas por capas de óxido. Si estas capas se 
profundizan, es decir, si esos cilindros se pican, tendremos que pasar a procesos de rectificado, que resultan 
muy caros, porque no estamos trabajando con elementos planos sino que hay que dar concavidades y 
convexidades para que unas partes se hermanen con otras. 


En la parte de moldería, en la zona de neumáticos, también debemos hacer el mantenimiento, porque los 
moldes ya perdieron la lubricación que tenían cuando paró la fábrica, el 1” de marzo de 2002, a la hora 14, 
momento en el que no se ejecutó ningún mantenimiento para preservar estas piezas. De todos modos, 
considerando que ya transcurrieron 16 meses de oxidación, puedo decir que la moldería se encuentra en 
estado aceptable. 


En cuanto a los equipos en sí, necesitamos dar corriente y probar las máquinas porque muchas tienen 
controles lógicos programables, es decir, son equipos que trabajan con sistemas informáticos. Al no haber 
corriente, no tenemos los respaldos correspondientes; debemos ponerlos en marcha para recuperar lo que 
pueda haber en la máquina y saber si podemos ejecutar nuevos programas para realizar la operativa. 


En lo que tiene que ver con la sala de calderas, se rompió la linga que conecta el pararrayo. Cayó un rayo a 
32 metros de altura y tenemos un boquete de un metro por un metro en el penúltimo anillo. Necesitamos 
repararlo -ya hemos buscado los medios para hacerlo-, pero es preciso que ingresemos a la fábrica. Todo este 
mantenimiento, como expresaba el señor Romero, implica un gasto mínimo, un gasto en personal. El 
personal de talleres y el de toda la fábrica se encuentra en este momento dispuesto a realizar estas tareas. Esa 
sería la parte de mínimo gasto. 


Existe otra parte en las áreas eléctricas que podemos apreciar en cuanto a la seguridad de la planta. Dentro de 
la planta hemos tenido algunas pocas visitas, aparentemente con fines de dolo, debido a que no existe una 
buena iluminación. Sin embargo, tenemos los medios y los recursos como para realizar esta tarea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El concordato está radicado en el Juzgado Letrado de Segundo Turno a 
cargo de la doctora Crespo. El señor Luis Romero dice que el síndico es el contador Miguel Navajas. 
¿Alguien ha sido designado depositario de la planta física y de la maquinaria? Desde el momento en 
que se firmó un concordato, habrán tenido que designar a un depositario para que se responsabilice. 


SEÑOR ROMERO (don Luis).- La empresa tiene sus representantes, que son los doctores Agustín 
Etcheverry, Ricardo Mazzera y Bado, que son del Estudio Bado y Mazzera de la Plaza Independencia. 
Ellos son los que hoy están representando a los dueños de la empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A TITÁN? 


SEÑOR ROMERO (don Luis).- Sí, a TITÁN. Y con ellos hemos hecho acuerdos. El propio Estudio 
manifestó al síndico que ellos no van a hacer cuestión en que nosotros entremos sino que hay que 
informarles para luego ir a firmar y punto. Se trata de una orden judicial que ellos aceptan. Es decir 
que por parte de ellos no hay problemas para que entremos. El problema es que no se toma la decisión 
de parte de quien tiene la responsabilidad de tomarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habida cuenta de lo que dicen, se podría presentar un escrito con la firma de 
ustedes y de Bado y Mazzera solicitando ante la Jueza que puedan entrar a la planta para el 
mantenimiento. ¿Los abogados presentaron algún escrito formal de esa naturaleza? 


SEÑOR ROMERO (don Luis).- Sí. Eso está todo presentado, porque nosotros ya entramos cuatro 
veces a la planta. Pero cada vez que entramos fue por hechos puntuales, entre las 9 y las 17 horas - 
luego el síndico se va y nosotros tenemos que salir-, pero cada uno de estos trámites lleva una o dos 
semanas de pérdida de tiempo. Gracias a que hemos entrado, los daños en la planta no son mayores. 
Además, junto con el síndico hemos filmado y fotografiado -con su autorización- la situación en que 
encontramos la planta cuando se fueron sus dueños. Pero cada trámite de esos lleva una o dos semanas. 
Hemos planteado este tema en una reunión. Reitero las expresiones de los abogados: "Si a mí me 
informan, yo me doy por enterado. Y cuando mi mandante me lo diga, yo procedo". Lo que digo es que 
la Justicia ordenó que la gente entrara. Entonces, todos quedamos bien en este país. Lo que pasa que la 
doctora y el síndico no redactan esa autorización. Además, le dijimos a la doctora Crespo que para 
nosotros la solución a este problema es que el síndico tenga más poder para decidir, sin estar 
consultando todos los días de qué forma trabajar. 


El oficio por los contenedores, a los que me refería hoy, fue firmado por los abogados de la zona del depósito 
fiscal, por los dueños de los contenedores, por los abogados de la empresa, por los abogados del sindicato y 
por el interventor, el síndico. Sin embargo, tuvimos esa demora increíble. Inclusive, se han perdido 
expedientes. Esto dificulta la forma de trabajo que nosotros habíamos planeado -y estábamos seguros de que 
iba a funcionar- para reabrir la planta rápidamente. 


SEÑOR BENTANCOR.- La preocupación que queda planteada en la Comisión es que un tema que 
todos dábamos como encaminado parece tener un obstáculo complejo, puesto que no es una dificultad 
cualquiera sino una que apunta al corazón de la perspectiva futura. Si no se realiza el mantenimiento 
en general, y de alguna maquinaria en especial, probablemente cueste mucho más el reenganche de la 
actividad o, lisa y llanamente, se pierdan maquinarias muy importantes y difíciles de reponer. Esto 
parece extraño porque existen -por lo menos aquí las hemos registrado- buenas intenciones con 
respecto al reflotamiento de esta empresa. Lo que podría estar pasando -y quizás por allí debiéramos 
incursionar-, a la luz de la grave situación que vive el país, es que este sea un procedimiento nuevo para 
la Justicia y que la Jueza o alguien más tenga alguna restricción para avanzar en el sentido que está 
claro: el mantenimiento debe ser sostenido y debe darse en el transcurso de por lo menos una o dos 
semanas, veinte días o un mes. Es propio de la tarea que se va a hacer. Mal se podría pensar en un 
mantenimiento que estuviera constreñido a un horario de oficina, que se hiciera de vez en cuando y 
que además se exigiera un trámite previo de una semana para conseguir cada una de las 
autorizaciones. 


Se me ocurre -aunque la discusión la damos luego de que la visita se retira- que podría ser interesante, a 
través del señor Presidente de la Comisión, mantener un contacto con la Jueza y con el síndico para ver 
cuáles son las restricciones. Me refiero a que la propia Comisión -lo tenemos que consultar con el resto de los 
compañeros, aunque habida cuenta de las veces que hemos discutido este tema parece que el ánimo de la 
Comisión está claro- sea un poco garante de que aquí estamos frente a gente seria que quiere entrar a trabajar 
para mejorar las condiciones para que el emprendimiento productivo continúe y que no estamos tratando de 
favorecer una eventual ocupación de la fábrica, ni alguna otra cosa rara. Este tema está más que trillado. 


Reiteramos la preocupación ante el hecho de que los compañeros de la industria hayan trabajado durante 
tanto tiempo y con tanto ahínco para solucionar este tema y ahora se encuentren trabados en situaciones que 
no parecen tener justificación alguna. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a establecer algún contacto, tanto con el síndico como con la doctora 
Crespo, para ver dónde está la dificultad. Sinceramente, no alcanzo a discernir dónde está el problema. 
Se supone que el síndico es el representante de los accionistas, de los dueños y, por lo tanto, tendría que 
estar de acuerdo con los abogados que representan a la empresa TITÁN. En definitiva, es el que 
maneja los intereses de los accionistas. No sé quiénes son los acreedores principales de FUNSA, es 
decir, quienes son, en el caso eventual de un remate, los que lo precipitarían. ¿Es el Banco de la 
República? 


SEÑOR ROMERO (don Luis).- El Banco de la República es el principal acreedor y luego los 
trabajadores con casi US$ 3:700.000 de créditos laborales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Hablaron con las autoridades del Banco de la República -que, en definitiva, 
va a terminar siendo el propietario- para ver si tienen algún inconveniente en que ustedes ingresen a la 
planta para hacer el mantenimiento? 


SEÑOR ROMERO (don Luis).- No creemos que el Banco de la República tenga inconveniente. En la 
penúltima entrada a la planta industrial, quienes ingresaron con nosotros fueron los procuradores del 
Banco de la República para ver si el inventario que ellos tenían coincidía con el nuestro. Es decir que se 
trabajó en conjunto. El tema no es el Banco de la República. 


Podemos dar una visión mejor de este tema. Nuestra preocupación es por el tenor de algunas respuestas que 
estamos recibiendo. Inclusive, el señor Ministro de Industria, Energía y Minería nos ha hablado de algunos 
inversores que estarían interesados en este tema. Hay inversores nacionales. Mañana tendremos una reunión 
con el Embajador de Brasil porque vamos a viajar a ese país junto con el economista Juan Manuel Rodríguez 
y el equipo para acordar algunas inversiones en esta fábrica. Entonces, nos preocupan los tiempos, porque 
todos sabemos cómo funciona la industria del neumático en este y en cualquier país, y además, hay ciertas 
circunstancias que nos dicen que pasado ese período es mejor olvidarse de todo este tema porque no tendrá 
sentido llevar adelante un emprendimiento. Estamos tan abiertos que nosotros, que en primera instancia 
estábamos con el tema de la cooperativa, hemos acordado que también podría formarse una sociedad 
anónima para que no haya ningún problema en ninguna parte para que los inversores vengan a trabajar con 


nosotros. Las puertas están abiertas para que todo el mundo trabaje y para quien quiera dirigir la empresa. 
Los trabajadores sabemos lo que tenemos que hacer. Pero nos parece importante que ganemos tiempo. 
Cualquier inversor que venga debe ver esa fábrica en condiciones de trabajar; es como una casa, que se vende 
si uno la pone en condiciones. No se venden las ruinas, se vende una fábrica que está en condiciones de 
trabajar. Esa es nuestra intención. 


No queremos confrontación de poderes, nunca lo pedimos, pero tal vez el poder político nos pueda ayudar 
con el Poder Judicial a encontrar una solución a este tema. Paralelamente a respetar el concordato y los 
derechos de los acreedores, que reconocemos, debemos trabajar y poner la fábrica a nuevo para estar en 
condiciones de producir lo más rápidamente posible. 


SEÑOR ROMERO (don Luis).- Quisiera hacer una pequeña corrección en cuanto al rol que cumple el 
contador Navajas. El es interventor informante, no es síndico representante de los accionistas. Está 
cumpliendo el rol que no aceptaron los dos acreedores que fueron designados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos su visita. Vamos a mantener contactos con el contador 
Navajas y con la doctora Crespo y también con el Banco de la República, porque parecería razonable 
que con las garantías que correspondan se pueda comenzar el mantenimiento de la fábrica. 


(Se retira de Sala la delegación del sindicato de FUNSA) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Obreros y Empleados de CONAPROLE) 


Damos la bienvenida a una delegación de la Asociación de Obreros y Empleados de CONAPROLE integrada 
por los señores Ariel de Armas, Rudihet Pereira, Jorge Ottonello y Luis Goichea. 


Aparentemente, ustedes estarían solicitando una norma interpretativa de la Ley_N* 16.713, la última ley de 
seguridad social, en función de la situación de varios trabajadores que, aparentemente, se ven perjudicados 
por la aplicación de dicha norma. 


SEÑOR GOICHEA.- En primer lugar, el sindicato agradece la oportunidad de trasladar a la Comisión 
esta problemática que venimos planteando desde hace mucho tiempo. 


Haciendo un poco de historia, desde 1986 o 1987, una vez que se declara insalubre la actividad de cámaras 
con una temperatura inferior a -20*C, los trabajadores trabajan un régimen de seis horas diarias. La ley 
establece que deben permanecer 20 minutos en cámara y 20 en antecámara y tener 20 minutos de relevo pero, 
dado que era imposible que se trabajara en esas condiciones, se llegó a un acuerdo con la empresa por el cual 
esos 40 minutos de cámara y antecámara se hacían permanentemente saliendo y no en forma continua, 
manteniendo los 20 minutos de descanso. Naturalmente, no se pueden realizar horas extras, y en caso de 
trabajo nocturno, hay un régimen de descanso especial. 


Inmediatamente nos pusimos a reivindicar, dentro del marco de las actividades bonificadas, esa situación. 

Concurrimos a la Comisión del Artículo 70, que funciona en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 

relacionada con las actividades bonificadas, porque estamos comprendidos en una de ellas: los trabajos en 
cámaras frigoríficas. Según la norma, cada cuatro años de trabajo se computan cinco de trabajo y cinco de 
edad para la jubilación. 


Entonces, comenzamos a recorrer una serie de caminos porque existe una recomendación -no es una 
disposición legal- sobre regulación del trabajo en las cámaras con temperaturas inferiores a -20%C, que se 
recoge de normativas internacionales, en cuanto a que la edad de los trabajadores de cámaras sea entre 20 y 
45 años, y otra serie de obligaciones, como por ejemplo, exámenes médicos semestrales realizados por la 
empresa, salir de la cámara si el frío afecta al trabajador, usar equipo adecuado -una indumentaria especial- 
para soportar esa temperatura, etcétera. 


En los hechos, la empresa ha aplicado permanentemente la recomendación de que los trabajadores de las 
cámaras no deberían tener más de 45 años. Y la ley de actividades bonificadas, antes de la reforma realizada a 
la seguridad social, establecía que para poder tener la bonificación debía contarse con los diez años de 
actuación final en esa condición de insalubridad o de bonificación. Entonces, más allá de que se trabajara 


desde los 20 hasta los 45 años, esos 25 años divididos por cuatro daban 6 y era improbable que una persona 
llegara a jubilarse. Planteamos reiteradamente este tema en todos los organismos: en el Banco de Previsión 
Social, en la Comisión del Artículo 70, en la comisión de trabajos insalubres, en las Comisiones de la Cámara 
y del Senado, etcétera. En ese momento, 1986 y 1987, estaba todo el tema de la seguridad social, y se 
consideraba que lo que nosotros planteábamos era atendible, o sea que por algo hubo una reforma. Era 
imposible que ningún trabajador de cámara pudiera acceder a la bonificación, a pesar de que hubiera 
trabajado más de veinte años. Cuando surge la ley de seguridad social, uno de los pocos aspectos que el 
movimiento sindical entiende positivo es que se elimine la consideración de la actuación de los últimos diez 
años para la bonificación de actividades. Es decir, deben ser diez años como mínimo, pero no tienen por qué 
ser al final de la vida laboral del trabajador. Pero nos encontramos con que eso se aplica a partir de dicha ley 
y expresamente para quienes ingresaron en las AFAP, es decir, quienes por nuestro salario no pudimos optar, 
dejando de lado al resto de los trabajadores que no ingresaron a ese régimen, ya que para quienes tenían más 
de cuarenta años era opcional. Por eso, en el momento de discusión de la ley, cuando conocimos su texto, 
vinimos a plantear que no se eliminaba esa limitación de los diez años finales para los trabajadores que no 
ingresaban en las AFAP. 


Todos sabemos que la reforma de la seguridad social necesita, de acuerdo con nuestra Constitución, iniciativa 
del Poder Ejecutivo. Es por ello que hicimos conocer este asunto a todos los Directores del BPS, al Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social y al propio Gobierno, a través de notas que le hicimos llegar, a fin de que se 
enmendara esto. 


A esta alternativa jurídica que se plantea acá se llegó luego de una serie de consultas a determinados juristas. 
Inclusive, esto también fue planteado como posible salida por parte de los Directores del BPS. Se llegó a la 
conclusión de que podría haber una ley interpretativa que fuera acompañada por el propio Parlamento que 
aprobó la ley de seguridad social a fin de que esta exigencia para los trabajadores que no ingresaron a la 
AFAP no fuera tal y que, por lo tanto, se interprete que son todos los trabajadores los que no requieren de 
diez años de actuación final en esa misma actividad. 


En la nota donde solicitamos esta audiencia, de acuerdo con los relevamientos que hicimos, pusimos el 
número de compañeros -y por eso se nombran algunos- que estaban en la actividad de cámara en 
CONAPROLE. Tuvimos en cuenta a los compañeros que trabajaron por lo menos diez años en ese sector, 
pero ese no es el caso de todos; muchos han estado menos tiempo, producto de las propias condiciones del 
lugar, lo que hizo que muchas veces dejaran esa actividad por enfermedad. 


Hoy hay compañeros que tendrían la opción de alcanzar la jubilación por llegar a los 52 o 53 años con 6 o 7 
años para bonificar. Sin embargo, cuando se presentan a regularizar su expediente en el Banco de Previsión 
Social, a pesar de que son trabajadores por los que a partir de la aprobación de la ley la empresa estaba 
obligada a pagar una bonificación -esa es otra cuestión; la empresa está obligada a pagar un plus de un 25% 
más en los aportes a la seguridad social por todos los trabajadores que hoy están en actividad en las cámaras 
de CONAPROLE, lo que ha cumplido para muchos de los trabajadores que están en la lista-, se encuentran 
con que la normativa vigente establece que como ellos no están en actividades bonificadas -la empresa no 
aporta por ellos como trabajadores de una actividad bonificada- no se les considera la bonificación, ciñéndose 
a lo que establece hoy la ley e interpretando que deberían haber trabajado los últimos diez años en esa 
actividad. Hoy ese aspecto de la ley solo comprende a un grupo de trabajadores, que es importante, que sí 
ingresaron a la AFAP y para quienes no existe esta limitación. Nos parece que esto es una discriminación 
porque, en definitiva, se reconoce que no tiene que darse el trabajo de diez años finales en la misma actividad 
o en otras que sean bonificadas, pero no se reconoce a otros trabajadores que debieron cambiar de actividad. 


Queremos decir que el caso de los trabajadores de CONAPROLE es diferente al de otros trabajadores, 
porque, posiblemente, otros tengan la opción de mantenerse o no en una actividad bonificada. En este caso, la 
empresa ha aplicado religiosamente una recomendación, aunque no es ley, por la cual cuando los trabajadores 
alcanzan los 45 años de edad inmediatamente son trasladados a otra actividad dentro de la empresa. Esto se 
ha cumplido a rajatabla, lo que ha ocasionado esa dificultad a los compañeros. Si hubieran continuado 
trabajando en esa actividad, no tendrían inconvenientes. Hay compañeros que aunque han llegado a esa edad 
no tienen dificultades médicas -reiteramos que hay controles médicos semestrales, o sea, que si se detecta 
algo, automáticamente son retirados de la actividad, como ya ha sucedido, porque están desempeñando su 
tarea en condiciones muy dificultosas- y, sin embargo, enseguida los relevan. 


Esa es la cuestión de fondo que quería plantear. 


SEÑOR PEREIRA.- El compañero se ha referido a los sistemas de trabajo. Quiero aclarar que el 
sistema de trabajo en las cámaras de CONAPROLE no es igual al de las cámaras frigoríficas. Hemos 
llegado a acuerdos con el Ministerio de Salud Pública en cuanto a determinados tiempos de trabajo 
porque se trabaja permanentemente con los ventiladores prendidos. El frío oscila entre -20*C y -50*C; 
no se trata de una cámara común. El congelamiento de la materia prima que CONAPROLE exporta 
debe estar por encima de los dieciocho grados y, por lo tanto, es imposible apagar los ventiladores. Si se 
quiere, el trabajo es inhumano. 


Todo lo que ha explicado el compañero con respecto a la compensación de años para la jubilación no es de 
ahora; hace mucho tiempo que tenemos inquietudes al respecto y queremos plantearlas. 


Reitero que el trabajo en las cámaras de CONAPROLE es totalmente diferente al de las cámaras frigoríficas, 
porque los ventiladores están permanentemente prendidos; es por ello que se llega a un régimen de trabajo 
distinto. 


SEÑOR OTONELLO.- Integro la Comisión de Seguridad Social del PIT-CNT. 


Desde el año 1996 venimos haciendo gestiones con respecto a este tema, porque hay una importante cantidad 
de compañeros afectados. 


Quiero resaltar que con respecto a este asunto hay contradicciones. Para determinar si el trabajo específico 
que hacen los trabajadores es insalubre y amerita una bonificación, se debe hacer una inspección a través del 
Ministerio que comprueba que esto es así. Y hay contradicciones porque, por un lado, el Ministerio 
demuestra fehacientemente que los compañeros están realizando una tarea que amerita la bonificación y, por 
otro lado, a los trabajadores que están afiliados a las AFAP se les considera cualquiera de los últimos diez 
años pero no a quienes quedaron en el régimen anterior y pierden la bonificación. Me parece que esta 
situación es grave porque estos compañeros tienen fehacientemente comprobado que han desempeñado esa 
tarea, pero no se las reconocen. 


Entendemos que se debe buscar una pronta solución al tema porque los compañeros han sido trasladados de 
ese sector para preservar su salud; creo que para todos, antes que nada, está la salud. 


SEÑOR BONOMI.- Según entendí, si uno trabaja desde los 20 a los 45 años cobra la bonificación del 
25%. ¿También cobra la compensación? 


(Diálogos) 
SEÑOR GOICHEA.- No hay compensación; solo se trata de un régimen especial de trabajo. 
SEÑOR BONOMI.- De manera que no hay compensación monetaria; es un régimen especial. 


Si una persona acumula seis años para bonificar, se jubila a los 45 años. Entonces, no entiendo cómo se llega 
a considerar los últimos diez años. Es una contradicción de la ley; nunca se llegan a tener esos últimos diez 
años. ¿Es así? 


SEÑOR GOICHEA.- Según la ley anterior era así; para acceder a la bonificación, como mínimo, había 
que trabajar diez años y además debía ser una actuación final. En el resto de las actividades insalubres 
no había ninguna dificultad al respecto. De todas maneras, si por alguna razón, durante los últimos 
años los trabajadores maestros o telefonistas de ANTEL no se desempeñaban en actividades insalubres 
o bonificadas, perdían también la bonificación, aunque tenían posibilidades de trabajar más tiempo. 
Pero en nuestro caso, irremediablemente los trabajadores no llegaban a ese cómputo porque la 
recomendación -no es una disposición obligatoria- establecía trabajar entre 20 y 45 años. Pero 
CONAPROLE nunca aceptó la insalubridad de las condiciones de trabajo y pretendió levantarla en 
varias oportunidades, por lo cual no ha facilitado las cosas a estos trabajadores; inclusive, ellos 


ganaron este reconocimiento a través de un juicio muy prolongado. Estas son las únicas cámaras de 
frío en nuestro país que funcionan bajo el régimen de trabajo insalubre, pero hay otras de 
congelamiento -no las frigoríficas- y quizás los trabajadores negociaron compensaciones salariales 
como contrapartida de que no se considerara la insalubridad. Nosotros no aceptamos esa negociación 
por una cuestión de salud. 


En las décadas del sesenta, setenta y ochenta, cuando comenzaron a funcionar estas cámaras, la empresa 
pagaba una compensación que se llamaba media cámara o cámara para que los trabajadores no reclamaran la 
insalubridad. A partir de 1971, los trabajadores empezaron a reclamar la declaración de insalubridad. En la 
época de la dictadura no se pudo continuar, pero en 1984 se retomaron las reivindicaciones y en 1985 se 
alcanzó el objetivo. En consecuencia, como el régimen de trabajo debía ser de seis horas y no de ocho, la 
empresa tuvo que pagar con retroactividad horas extra por todo el período en que se había trabajado de más. 


Omití señalar que en 1972, previamente a la dictadura, hubo una disposición que declaraba insalubre la tarea; 
la empresa la apeló y nunca se aplicó, pero los trabajadores tendrían que haber trabajado en ese régimen 
desde esa época. 


Por lo tanto, la empresa no ha facilitado las cosas, ha aplicado la recomendación en forma tajante y cuando se 
aprobó la ley según la cual tenía que empezar a aportar un 25% más por cada trabajador, tuvimos dificultades 
para que lo hiciera porque siguió sin querer reconocer la declaración de insalubridad. Si bien es la única 
empresa que cuenta con una declaración de esas características, nos hubiera gustado que también la tuvieran 
en otros lugares donde existen las mismas condiciones de trabajo porque nos preocupa la salud de todos los 
trabajadores. 


Si a los compañeros que no tienen ningún problema de salud se les permitiera trabajar hasta los 53 o 54 años, 
quizás se podrían jubilar, pero eso no puede suceder porque a los 45 años los cambian de sector. Con el 
régimen de las AFAP no se va a perder la bonificación porque no se pide la actuación final sino, por lo 
menos, diez años de trabajo. O sea que si una persona por AFAP que hoy tiene 40 años trabaja hasta los 45 y 
computa 15 o 16 años de trabajo, va a tener cuatro años de bonificación. Entonces, aunque lo saquen de 
cámara, a los 56 años se puede jubilar. Sin embargo, eso no ocurre con los compañeros que no quedaron 
comprendidos en el régimen de las AFAP. Muchos de ellos, hoy tienen entre 51 y 53 años, y en uno o dos 
años deberían estar accediendo a la jubilación si se tomaran los años que trabajaron en cámara de frío, con la 
bonificación. Por eso es que la situación nos apremia; si no se elabora una ley que modifique la actual 
normativa, no podrán jubilarse con esa bonificación. De esta manera, se da la discriminación que mencionaba 
el compañero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acá tenemos dos problemas. En primer lugar, el tema jubilatorio, además de 
ser de toda la Cámara, específicamente es de resorte de la Comisión de Seguridad Social. 


En segundo término, nosotros no tenemos iniciativa en leyes vinculadas con jubilaciones, ya que es privativa 
del Poder Ejecutivo. 


No obstante, como está prevista una reunión con gente del BPS, le vamos a preguntar -estamos hablando de 
cinco trabajadores- si existe disposición de parte de dicha institución para elaborar una norma que resuelva 
definitivamente este asunto. 


La Ley N” 16.713, desde el punto de vista de los cómputos jubilatorios, establece los últimos 10 años o los 
mejores 20. Es decir que a los efectos de calcular el monto de la jubilación, el trabajador puede optar por 
contabilizar los últimos 10 años -por supuesto que actualizados- o los mejores 20 de toda su vida laboral. 


De cualquier manera, vamos a analizar este tema, seguramente en conjunto con la Comisión de Seguridad 
Social, que es la que se encarga específicamente de este tema -inclusive, les aconsejaría que plantearan en 
este ámbito este problema porque no queremos pasarle por encima-, y mantendremos informado al gremio de 
trabajadores de CONAPROLE. Luego de la reunión que tendremos con la gente del BPS, nos reuniremos 
nuevamente con ustedes para determinar qué trámite hay que hacer -de ser necesario- para que se dicte una 
norma interpretativa, si es que esto no está ya contemplado por la Ley N* 16.713. 


SEÑOR BENTANCOR.- En términos generales, comparto con el señor Presidente que este es un tema 
que tiene que ver con ambas Comisiones. Sin duda, estamos hablando de una bonificación jubilatoria, 
pero también de la insalubridad. Hay una Comisión Honoraria que es la que determina cuáles son los 
trabajos insalubres y bonifica. O sea que también se trata de un asunto de carácter laboral que 
perfectamente puede ser estudiado por esta Comisión. 


Yo diría que lo que preocupa en este caso es todo el sistema, porque si bien se hace referencia a cinco o seis 
compañeros que están en esa situación, no son solo ellos sino que hay, por lo menos, cientos de trabajadores 
con el mismo problema. Y lo tienen por la ley nueva y por la vieja. 


Quien habla se jubiló por la ley vieja. Trabajé 33 años en una refinería, que me representan 44 años de 
trabajo, pero da la casualidad que yo me acogí a la ley vieja y no al régimen de las AFAP ya que, de lo 
contrario, mi pasaje por el Parlamento habría determinado que perdiera una bonificación de tres por cuatro en 
el cómputo jubilatorio por esos 33 años trabajados en un régimen de insalubridad aceptado por todas las 
normas del país. Es decir que hay una contradicción brutal en esa situación. 


Entiendo que hay cuestiones compartibles: si un régimen es insalubre hay que luchar para que deje de serlo, 
porque de nada vale dar bonificación a la gente pues, un poco antes o un poco después, se va a morir igual. 
Pero existen lugares donde no hay otra forma de trabajar que en condiciones de insalubridad, como por 
ejemplo en este caso. Hay lugares que fueron insalubres por un tiempo, pero luego la industria se modernizó, 
dejaron de serlo y la bonificación se retiró. Pero en aquellos lugares donde es inevitable trabajar con 
temperaturas que no son normales para un ser humano, además de contar con zonas de ventilación que 
aumentan el frío existente, mientras no haya otra solución debe mantenerse a rajatabla la bonificación. Y es 
algo realmente injusto que quien trabajaba tres o cuatro años después fuera de ese lugar perdía todo porque 
no cumplía con los diez últimos años. 


Entonces, comparto lo que dijo el señor Presidente en el sentido de que cuando conversemos con las 
autoridades del Ministerio consultemos por estos temas y analicemos el régimen en general. Me consta que 
luego de empezar a pedir que los trabajadores en condiciones insalubres tuvieran un aporte superior, hubo 
fábricas que dejaron de considerar grandes zonas de insalubridad -o presionaron para que no se las definiera 
como zonas insalubres- para no pagar más por el trabajador. Las empresas querían estar en la cómoda y que 
el cartucho descartable que suele ser el trabajador, trabajara hasta que más o menos tuviera posibilidades; 
después, que la Caja pagara una bonificación y se lo sacara de encima. Cuando la Caja se avivó de esto, dijo: 
"No. Si alguien está trabajando en condiciones de insalubridad y lo voy a jubilar con bonificación de tres por 
cuatro" -hay hasta dos por uno para los que trabajan con Rayos X, etcétera- "también es bueno que el 
empresario que se beneficia de sacar de circulación a alguien que puede estar afectado me pague más a mí 
por la póliza de ese trabajador". 


Quizás parezca contradictorio lo que estoy diciendo, pero comparto que se remita la versión taquigráfica de 
esta sesión a la Comisión de Seguridad Social, para que sirvan como antecedentes. Entiendo que ambas 
Comisiones deberíamos opinar sobre este tema y promover algún cambio. 


SEÑOR DE ARMAS.- En el caso de CONAPROLE no se trata solo de cinco o seis personas. Esas son 
las que ya están con causal jubilatoria, pero anteriormente hemos sido retirados otros -no gran 
cantidad- en la misma situación, por distintas razones, como por ejemplo, enfermedad; en mi caso, por 
tener alta presión. 


Pero queda claro que los que estamos acogidos al régimen de la ley vieja, si no cumplimos los últimos diez 
años perdemos la bonificación, mientras que los que están acogidos a las AFAP van a tener ley jubilatoria. 


SEÑOR GOICHEA.- Nosotros también solicitamos entrevista con la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del Senado, pero entendimos que esta también tenía que ver con nuestro problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los trabajadores de CONAPROLE. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


